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SEGURIDAD SOCIAL – DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO - REMISIÓN EXPEDIENTE PARA SU CALIFICACIÓN – HECHO SUPERADO - En el presente asunto, la parte actora se duele de la tardanza en la que ha incurrido Colpensiones para remitir ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez el expediente administrativo, el cual resulta necesario para que dicha entidad decida las inconformidades que puso de manifiesto respecto a la pérdida de capacidad laboral, previamente valorada por la accionada en un 26.82%.

Tal y como se advirtió con precedencia es claro que Colpensiones incurrió en un dilación injustificada respecto a la remisión de la carpeta de la actora ante la entidad calificadora, pues resulta claro que, conforme lo establece el artículo 142 del Decreto 19 de 2012, tal actuación debió surtirse dentro de los cinco (5) días siguientes al 9 de mayo de 2017, fecha en que la actora expuso los motivos de inconformidad con el porcentaje asignado a su discapacidad. –fls 12 a 15. 

En ese sentido, resulta evidente, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, la vulneración del derecho al debido proceso del cual es titular la señora Uribe Salazar, más no así el derecho de petición amparado por la juez de primer grado.

No obstante, aun cuando corresponde a esta Sala de Decisión realizar la corrección debida frente al derecho protegido por la a quo, es claro que ninguna incidencia tendría tal actuación en la medida en que Colpensiones, al momento de formular la alzada, acreditó el pago de los honorarios de la Junta Calificadora y la remisión del expediente a esa entidad –fl 38 y vto-, procedimiento que puso en conocimiento de la actora –fls 35 y vto-.

Así las cosas, entendiendo que se presenta la carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que originó la presente acción, habrá de revocarse la decisión impugnada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete
Acta N° 0         18 de septiembre de 2017
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por Colpensiones contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 8 de agosto de 2017, dentro de la acción de tutela que le promueve la señora MARTHA LIGIA URIBE SALAZAR.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora Martha Ligia Uribe Salazar que el día 18 de abril de 2017 fue calificada por Colpensiones con una pérdida de capacidad laboral de origen común igual a 26.82%, estructurada el 17 de enero de 2017; que contra dicha decisión interpuso recurso de apelación el día 9 de mayo de 2017, ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda; que no obstante, a pesar de haberle sido informada que la documentación sería remitida por parte de Colpensiones a esa entidad en un término de 15 días, a la fecha de presentación de la acción aún no ha sido enviado el expediente a esta entidad para que se surta la alzada.

Es por lo expuesto que considera vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social de los cuales es titular la señora Martha Ligia Uribe Salazar, por lo que reclama del juez constitucional su protección y como consecuencia de tal amparo, se ordene a Colpensiones enviar su expediente ante la Junta Regional del Calificación de Invalidez.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa, pero dicho término transcurrió en silencio.

Mediante providencia de fecha ocho de agosto, la juez a-quo amparó el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora Uribe Salazar, al advertir que la omisión de Colpensiones respecto al pago de honorarios afectaba tal garantía constitucional y en ese sentido, le ordenó cancelar tales rubros con el fin de que se surta el recurso de apelación formulado contra el dictamen proferida por esta entidad, ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
Inconforme con tal decisión, la accionada la impugnó indicando que desde el 3 de agosto del año en curso, le informó a la actora que, previo pago de los honorarios correspondientes, fue remitido a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el expediente administrativo para que esa entidad resuelva, en primera instancia, lo pertinente frente a las inconformidades presentadas contra el dictamen de pérdida de capacidad laboral elaborado por Colpensiones.
En virtud de lo anterior, solicita que se declare que ha sido superado el motivo que originó la presente acción y en ese sentido debe declararse la improcedencia de la protección reclamada por la señora Uribe Salazar.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguientes los problemas jurídicos:

¿La no remisión del expediente administrativo a la Junta Regional de Calificación de Invalidez para que se surta la apelación formulada por la calificada, vulnera sus derechos fundamentales?

¿Se configuró el hecho superado en el presente asunto?
Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA APELACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DE LA PÉRIDAD DE CAPACIDAD LABORAL REALIZADA POR LAS AFPS.
Establece el artículo 142 del Decreto 2012, que modificó el artículo 41 de la ley 100 de 1993 que “Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales”.
Respecto al cumplimiento de términos, ha sido enfática la Corte Constitucional en sostener que las dilaciones injustificadas vulneran la garantía constitucional al debido proceso, consagrado en el artículo 29 superior, que señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

Al respecto dijo esa Alta Magistratura en  sentencia T-259 de 2017 que:
“Teniendo en cuenta que este derecho hace referencia al comportamiento que deben adoptar las autoridades administrativas en ejercicio de sus funciones con el fin de garantizar los derechos de las personas que  puedan resultar afectados por sus decisiones, la jurisprudencia de esta Corporación[18] ha indicado que “hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.[19] (Énfasis agregado)
 
Sin embargo, en Sentencia C-089 de 2011 esta Corporación señaló que las garantías en el derecho al debido proceso se dividen en dos (2), a saber, en previas y posteriores. Las garantías mínimas previas son aquellas que necesariamente deben cobijar la expedición y ejecución de cualquier acto o procedimiento administrativo, como por ejemplo: (i) el acceso libre y en condiciones de igualdad a la justicia, (ii) el juez natural, (iii) el derecho de defensa, (iv) la razonabilidad de los plazos y (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces, entre otras y, las garantías mínimas posteriores se refieren a la posibilidad de cuestionar la validez jurídica de una decisión administrativa, a través de los recursos previstos en la vía gubernativa y la jurisdicción contenciosa administrativa”.
2. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la parte actora se duele de la tardanza en la que ha incurrido Colpensiones para remitir ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez el expediente administrativo, el cual resulta necesario para que dicha entidad decida las inconformidades que puso de manifiesto respecto a la pérdida de capacidad laboral, previamente valorada por la accionada en un 26.82%.

Tal y como se advirtió con precedencia es claro que Colpensiones incurrió en un dilación injustificada respecto a la remisión de la carpeta de la actora ante la entidad calificadora, pues resulta claro que, conforme lo establece el artículo 142 del Decreto 19 de 2012, tal actuación debió surtirse dentro de los cinco (5) días siguientes al 9 de mayo de 2017, fecha en que la actora expuso los motivos de inconformidad con el porcentaje asignado a su discapacidad. –fls 12 a 15. 

En ese sentido, resulta evidente, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, la vulneración del derecho al debido proceso del cual es titular la señora Uribe Salazar, más no así el derecho de petición amparado por la juez de primer grado.

No obstante, aun cuando corresponde a esta Sala de Decisión realizar la corrección debida frente al derecho protegido por la a quo, es claro que ninguna incidencia tendría tal actuación en la medida en que Colpensiones, al momento de formular la alzada, acreditó el pago de los honorarios de la Junta Calificadora y la remisión del expediente a esa entidad –fl 38 y vto-, procedimiento que puso en conocimiento de la actora –fls 35 y vto-.

Así las cosas, entendiendo que se presenta la carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que originó la presente acción, habrá de revocarse la decisión impugnada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 8 de agosto de 2017.
SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho superado.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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